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León, Guanajuato, a 09 nueve de octubre del año 2015 dos mil quince. .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 311/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL y del DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
C O N S I D E R A N D O:

TERCERO.- Que la parte actora impugna la modificación del valor fiscal fijado al inmueble …; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa, con del Estado de Cuenta impreso …, con la prueba de informe del Director General de Ingresos, … y con el reconocimiento que hace el Tesorero en su escrito de contestación, al manifestar que se actualizó el valor fiscal del inmueble que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, el juzgador con las facultades que le confiere la última parte del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, de manera oficiosa determina que respecto al Director General de Ingresos, se ACTUALIZA la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del mismo artículo, en virtud de que de las constancias de autos, no se advierte la existencia de algún acto emitido por el Director General de Ingresos, ya que el acto tildado de ilegal no fue externado por dicha autoridad, por tanto, no es la responsable de su emisión, por esta razón no puede considerársele autoridad demandada, dado que conforme a lo señalado por la fracción II, inciso a), del artículo 251 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en el proceso administrativo la autoridad demandada es aquella que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto impugnado; y, en esta causa no se encuentra acreditado que esta autoridad haya emitido u ordenado el acto combatido, por tal motivo, es inexistente el acto imputado a esta autoridad y se configura la causal de improcedencia prevista en la citada facción VI, en consecuencia, de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente sobreseer este proceso respecto al Director General de Ingresos. . . . . . 
El Tesorero Municipal en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia, establecida en la fracción IV del artículo 261 
del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto reclamado fue notificado el 28 veintiocho de septiembre del 2012 dos mil doce, según se desprende de las documentales que anexa a su contestación, por lo que ha excedido en demasía el término para interponer el juicio de nulidad, es decir, si el acto impugnado fue notificado el 28 veintiocho de septiembre del 2012 dos mil doce y la demanda de nulidad fue interpuesta hasta el 09 nueve de mayo del año 2013 dos mil trece, ha excedido en demasía los 30 treinta días que establece el Código en comento para interponer la demanda, por tanto, se ha consentido tácitamente el acto impugnado, resultado procedente el sobreseimiento, como lo establece el artículo 262 del Código invocado. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en razón de que en el capítulo de hechos de la demanda el actor manifiesta que no recibió constancia de notificación y con el estado de cuenta vía internet tuvo conocimiento de que se determinó un nuevo valor fiscal al inmueble basándose en un supuesto avalúo …, del cual niega lisa y llanamente que se haya notificado, mientras que el Tesorero Municipal expresa que el acto impugnado fue notificado el 28 veintiocho de septiembre del 2012 dos mil doce; de esta manera, ante esa negativa lisa y llana y esa afirmación de la notificación del acto combatido, a la autoridad demandada le corresponde la carga de la prueba a fin de demostrar que el día 28 veintiocho de septiembre de aquel año, practicó formalmente la notificación personal del avalúo de fecha 29 veintinueve de agosto del año 2012 dos mil doce, lo anterior, porque el Juzgador no está en aptitud de exigir a la parte impetrante la exhibición de medio de prueba alguno que lo lleve al conocimiento de los hechos, pues de hacerlo, lo estaría forzando a demostrar hechos negativos, lo cual es contrario a la técnica jurídica del proceso administrativo; de ahí que el Tesorero se encuentra constreñido a exhibir las constancias escritas relativas a las diligencias en que conste la notificación personal practicada el 28 veintiocho de septiembre de citado año, levantadas por el notificador, en otras palabras, debe exhibir las actas circunstanciadas, de la primer cita y de la notificación, respectivamente, formalidades exigidas conforme a lo estipulado por el artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . .  . 
Sin embargo, es el caso que el Tesorero no acredita su afirmación, toda vez que omitió aportar al presente proceso las constancias relativas a las actas circunstanciadas levantadas el día que dice notificó el avalúo que fijó el nuevo valor fiscal impugnado y que sirve de base para determinar en cantidad liquida el monto del impuesto predial del inmueble que nos ocupa; en ese contexto, en el sumario no obra elemento convictivo alguno del cual se desprende que el avalúo o sus resultados se hayan notificado formalmente a la parte actora el 28 veintiocho de septiembre del 2012 dos mil doce o en fecha distinta y anterior al día 09 nueve de mayo del año 2013 dos mil trece, fecha hasta la cual manifiesta que tuvo conocimiento del nuevo valor fiscal fijado al inmueble que nos ocupa, en el avalúo …, en tal virtud la demanda se encuentra presentada dentro del término legal previsto en el artículo 263, primer párrafo, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, no se consintió tácitamente el acto combatido. . . . 

Asimismo, el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda opone las excepciones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que al señalarse al actor como destinatario del acto combatido, cuenta con interés jurídico para impugnarlos, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y con ese carácter de destinatario del acto impugnado está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido  Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone, bajo el argumento de que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del requerimiento de pago combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción Nom Mutati Libeli para el efecto de que una vez desahogada la contestación a la demanda, las posibles modificaciones o ampliaciones de la parte actora no sean consideradas; se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que en el primer hecho de la demanda, la actora niega lisa y llanamente que se haya notificado el supuesto avalúo …; en el segundo concepto de impugnación sigue alegando en lo esencial que la resolución reclamada vulnera el derecho de seguridad jurídica previsto por los artículos 14 y 16 Constitucionales, en los que tienen su apoyo los artículos 161, 164, 165, 168 y 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; pues, nunca fue notificado el avalúo que modifica el valor de la propiedad, sobre el cual se emite el nuevo cobro del impuesto predial para el año 2013 dos mil trece, transcribe los citados artículos. En tanto, que el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda en relación a los agravios sobre la notificación, aduce en lo toral que resulta improcedente este agravio, toda vez que se llevó a cabo la notificación de los resultados del avalúo, tal como se desprende de la documental que anexa y dicha notificación se realizó dentro de los horarios contemplados en la Ley de Hacienda, como consta en el citatorio … y de la notificación de resultados del avalúo …; sobre los agravios de la resolución impugnada expresa que son improcedentes, porque para la determinación de la modificación del valor fiscal del inmueble se agotaron los requisitos establecidos en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; que se acredita con la documental que anexa, se llevó a cabo el procedimiento contemplado en la referida Ley de Hacienda, para la modificación del valor fiscal del inmueble propiedad del promovente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular, se impone precisar que se aborda el estudio del argumento vertido en el sentido de que previamente a la modificación o actualización del valor fiscal, la autoridad no notificó a la parte actora el supuesto avalúo … o sus resultados y el argumento de la demandada dirigido a demostrar la ineficacia; por lo que en este considerando deberá dilucidarse si el razonamiento esgrimido en este concepto de impugnación, es suficiente para declarar la ilegalidad del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, de las constancias que integran el sumario, se advierte que le asiste la razón a la parte actora, toda vez que la notificación de los resultados del avalúo, es un actos previo a la modificación o actualización del valor fiscal del inmueble fijado …, ello es así porque, en la especie, el Tesorero Municipal no demostró que le notificó los resultados del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que la parte actora, por su lado niega lisa y llanamente que se haya notificado el avalúo que modifica el valor fiscal, mientras que el Tesorero, por su lado asevera que llevó a cabo la notificación de los resultados del avalúo y a efecto de desvirtuar dicha negativa exhibió copias certificadas por la Directora de Impuestos Inmobiliarios de la orden de valuación …, del citatorio …, mediante el cual notifica los resultados del avalúo practicado al inmueble registrado …, al que se adjuntó el avalúo …, en el que se asienta como fecha de notificación el …; y, la parte justiciable objeta esta documental en cuanto a su alcance y valor probatorio, argumentando en lo toral que niega lisa y llanamente que sea competente para realizar la certificación y deberán tomarse como documentos simples, por tanto, sólo se consideran un indicio, pero no se acredita el extremo de que la notificación del acto impugnado se llevó a cabo en fecha distinta; de donde resulta operante dicha refutación, toda vez que estos medios convictivos fueron exhibidos en copias fotostáticas certificadas por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, quien no cuenta con atribuciones para certificarlas, pues ésta es una facultad exclusiva del Secretario del Ayuntamiento, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 128, fracción VI, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, luego entonces, éstas jurídicamente son copias fotostáticas simples; y, las copias fotostáticas simples por sí solas carecen de valor probatorio en términos del artículo 124 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que en autos no existe algún otro medio de prueba para adminicularlo con las copias simples y que nos pueda dar la convicción de que existen los originales de los referidos documentos, pues las copias fotostáticas deben ser reforzadas con diversos medios probatorios para adquirir credibilidad, de lo contrario por sí solas, y dada su naturaleza, no son susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido, por la facilidad con la que se pueden confeccionar. .  . . . 

De esta manera, resulta evidente que de las constancias que obran autos del sumario no se desprende que se haya desvirtuado la negativa lisa y llana, dado que no se encuentra acreditado que el Tesorero Municipal haya notificado a la parte justiciable los resultados del avalúo, en virtud de que las copias simples del citatorio … y del oficio …, sobre el cual en la parte inferior derecha de su frente, se asienta una fecha de notificación al ciudadano …, al que se le denomina representante legal, empero esta copia fotostática simple, por sí sola no goza de valor probatorio pleno para demostrar en este proceso la notificación formal de los resultados del avalúo …, ya que la certificación se suscribe por una autoridad sin facultades para ello. . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, se concluye que el nuevo valor fiscal a debate, indicado en el estado de cuenta predial que obra en autos, como acto fiscal, no fue emitido con apego a las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por tal motivo, no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, está constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la pluricitada Ley de Hacienda, formalidades que no se cumplieron por parte de la autoridad demandada, al no haber notificado al justiciable de manera previa los resultados del avalúo …; en consecuencia, el valor fiscal … se fijó, sin agotar previamente las  formalidades del  procedimiento de valuación, vicio que origina su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tales condiciones, el acto impugnado afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 176 de la aludida Ley de Hacienda; y, 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. En consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción II y 302 fracción III, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de decretarse la nulidad del nuevo valor fiscal fijado …, al predio … registrado bajo la cuenta predial … y de todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el importe o crédito fiscal por concepto de impuesto predial para el año 2013 dos mil trece y recargos en ese periodo, …; ambos actos referidos en el estado de cuenta predial, impreso con fecha …. Lo anterior, en razón de que los actos consecuentes se apoyan en un valor fiscal viciado de origen, ya que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Resulta orientador en este aspecto, el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna  forma  partícipes  de  tal  conducta  irregular,  al otorgar a  tales  actos valor legal.”. De esta manera, no existe impedimento para que la autoridad competente emita los actos impugnados con estricto apego a Derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, la parte actora ejerce la acción prevista en la fracción II del artículo 255 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, solicitando el reconocimiento del derecho amparado por una norma jurídica, expresando que de decretarse la nulidad del acto impugnado queda subsistente el valor fiscal anterior al impugnado y exhibe en copia certificada notarialmente el recibo oficial …, en el que se establece el valor fiscal anterior …, relativo al pago del impuesto predial del año 2012 dos mil doce, por lo que el impuesto predial a cubrir deberá ser emitido tomando como base el valor fiscal registrado, pretensión que resulta procedente en términos del artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en virtud de que el citado numeral en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 168.-… 

Al término de la vigencia establecida y en tanto se practica el nuevo avalúo, la base del Impuesto Predial seguirá siendo la del último valor fiscal.

…”

Conforme a este numeral, el valor fiscal fijado a un inmueble tiene vigencia por dos años, sólo podrá ser modifico por avalúo, debe aplicarse el nuevo valor a partir del bimestre siguiente a la fecha de su formal notificación; y, una vez transcurridos los dos años, en tanto no exista notificado legalmente un nuevo avalúo que modifique ese valor, la base del impuesto será el último valor fiscal registrado. De esta manera, a efecto de brindar seguridad jurídica a la parte justiciable y ante la declaración de nulidad del nuevo valor fiscal impugnado y estimando además que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la declaración de nulidad del avalúo fiscal impugnado, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos violados con la emisión del acto impugnado; por consiguiente, la nulidad del nuevo valor fiscal impugnado trae como consecuencia jurídica que prevalezca el valor fiscal anterior …; de este modo, resulta procedente el reconocimiento del derecho amparo por el citado artículo 168, por lo que se constriñe al Tesorero Municipal a que de manera debidamente fundada y motivada, determine y liquide la referida contribución para los años que correspondan, aplicando como base el valor fiscal anterior. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- La argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de estos en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador en sostenido en la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DE ESTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto al Director General de Ingresos de la Tesorería Municipal del León, Guanajuato, por las razones expresadas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD del nuevo valor fiscal fijado …, al predio …, registrado .. y de todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el importe o crédito fiscal por concepto de impuesto predial para el año 2013 dos mil trece y recargos en ese periodo, …; ambos actos referidos en el estado de cuenta predial, …; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se reconoce a la parte actora el derecho amparado en el artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que el Tesorero Municipal determine y liquide el impuesto predial, tomando como base de dicha contribución el último valor fiscal registrado, en tanto se emite y notifica formalmente el nuevo valor fiscal; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el sexto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, … el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
